
VOTO PARTICULAR que formula el Magistrado don Manuel Aragón Reyes, al que se 

adhiere el Magistrado don Javier Delgado Barrio, respecto de la Sentencia dictada en el 

recurso de inconstitucionalidad núm. 4033-1998. 

 

 

 En ejercicio de la facultad que me confiere el art. 90.2 LOTC, y con pleno respeto a la 

opinión de la mayoría del Pleno, formulo el presente voto particular, al discrepar del fallo y 

de parte de la fundamentación jurídica de la Sentencia que ha desestimado el recurso de 

inconstitucionalidad interpuesto por el Presidente del Gobierno contra la frase primera del 

art. 16.6 de la Ley del Parlamento Vasco 14/1998, de 1 de junio, del Deporte, conforme a la 

cual “La federación vasca de cada modalidad deportiva será la única representante del 

deporte federado vasco en el ámbito estatal e internacional”. 

 

 A mi entender, en virtud de los argumentos que defendí en la deliberación del Pleno y 

que resumidamente expongo a continuación, el recurso de inconstitucionalidad debió de ser 

estimado, declarando la inconstitucionalidad y consiguiente nulidad del precepto impugnado 

en el inciso “e internacional”. 

 

1. El Tribunal ha perdido la ocasión que el presente recurso le brindaba de aclarar el 

significado del contenido y alcance del título atributivo de competencia exclusiva al Estado 

en materia de “relaciones internacionales” (art. 149.1.3 CE).  

 

Es cierto que la doctrina de este Tribunal ha venido concretando el título 

competencial enunciado en el art. 149.1.3 CE señaladamente en las actuaciones relativas a la 

celebración de Tratados (ius contrahendi), representación exterior del Estado (ius legationis), 

creación de obligaciones internacionales y responsabilidad internacional del Estado (por 

todas, STC 165/1994, de 26 de mayo, FJ 5, con cita de doctrina precedente: SSTC 137/1987, 

153/1989 y 80/1993), pero sin que esta enumeración pretenda tener un carácter exhaustivo, 

como lo hemos venido a corroborar expresamente en la STC 31/2010, de 28 de junio, FFJJ 

73 y 125 (que cita la anterior doctrina). 
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Por ello ha de entenderse que de nuestra doctrina se extrae sin dificultad la conclusión 

de que, además de los atributos clásicos que el Derecho internacional reconoce a los Estados, 

se integra también en la competencia del Estado ex art. 149.1.3 CE “la dirección y puesta en 

ejecución de la política exterior que corresponde en exclusiva al Estado”, por lo que “dentro 

de la competencia estatal se sitúa la posibilidad de establecer medidas que regulen y 

coordinen las actividades con proyección externa de las Comunidades Autónomas, para 

evitar o remediar eventuales perjuicios” (STC 31/2010, FJ 125) a esa competencia estatal de 

dirección y puesta en ejecución de la política exterior. Por ello, la competencia estatal en el 

ámbito de las “relaciones internaciones” (art. 149.1.3 CE) “no impide que las Comunidades 

Autónomas realicen actividades en el exterior que sean proyección de sus competencias 

materiales, siempre que no perturben o condicionen la competencia estatal” (STC 31/2010, 

FJ 73; en parecidos términos, FJ 125). Y, en particular, la participación de las Comunidades 

Autónomos en entidades y organismos internacionales “que tengan por objeto el desarrollo 

del deporte” ni puede suponer “el ejercicio de potestades que están reservadas al Estado ex 

art. 149.1.3 CE, ni puede condicionar el libre y pleno ejercicio estatal de dicha competencia, 

correspondiendo al Estado regular su alcance y modalidades” (STC 31/2010, FJ 80). Por eso 

mismo, la eventual atribución estatutaria de la facultad de promover la afiliación de las 

organizaciones deportivas de la Comunidad Autónoma a las entidades afines de ámbito 

internacional “está supeditada a lo que se disponga tanto en la normativa reguladora de las 

entidades de ámbito internacional respecto a las que se persigue la afiliación como a la que 

dicte el Estado en el ejercicio de la competencia que le reserva el art. 149.1.3 CE”; esa 

eventual actividad promocional de la Comunidad Autónoma que se proyecta sobre las 

organizaciones deportivas en las que ostenta competencias “le permite promover su 

proyección exterior siempre en el respeto de las competencias del Estado ex art. 149.1.3 CE, 

esto es, sin menoscabar la representación española en el seno de dichas organizaciones” (STC 

31/2010, FJ 129). 

 

En definitiva, el título competencial en materia de “relaciones internacionales” (art. 

149.1.3 CE) no queda reducido a las relaciones reguladas por el Derecho internacional, sino 

que tiene un contenido y alcance más amplio, conforme ha quedado expuesto. En efecto, al 

contrario de lo que se afirma en la Sentencia de la que discrepo (FJ 4), la representación 

internacional en el ámbito deportivo incide claramente (como alegaba con acierto el Abogado 
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del Estado) en la competencia estatal exclusiva del art. 149.1.3 CE, ya que la materia de 

“relaciones internacionales” no se ciñe exclusivamente a las relaciones regidas por el 

Derecho internacional. 

 

Por otra parte, el hecho de que las federaciones deportivas, estatales o autonómicas, 

tengan naturaleza jurídica privada en nuestro Derecho positivo, no es razón suficiente para 

excluir la afectación del título competencial del art. 149.1.3 CE. Como ya afirmara este 

Tribunal en la STC 67/1985, de 24 de mayo, FJ 4, las federaciones deportivas son 

“asociaciones de carácter privado a las que se atribuyen funciones públicas de carácter 

administrativo”. En este sentido, las federaciones deportivas, aunque privadas, ejercen 

funciones públicas por atribución del legislador, cumplen fines de interés público y general, 

“que son propios del deporte federado español en su conjunto” (STC 1/1986, de 10 de enero, 

FJ 3) y representan la “imagen internacional de España” cuando intervienen en 

competiciones deportivas oficiales fuera de España; imagen “que se vería inevitablemente 

alterada en un foro de tanta y tan eficaz difusión como es el de las competencias deportivas”, 

si se mantiene la vigencia y aplicación de un precepto que determine que la federación 

autonómica de cada modalidad deportiva sea la única representante del deporte federado 

autonómico en el ámbito internacional, como así se dijo en el ATC 35/1999 al confirmar la 

suspensión del art. 16.6, primer párrafo, de la Ley vasca del Deporte. Y es que, en efecto, si 

la federación autonómica de cada modalidad deportiva es la única representante del deporte 

federado de esa Comunidad Autónoma en el ámbito internacional, la federación española 

correspondiente representará entonces el deporte de toda España en la modalidad deportiva 

de que se trate, menos el de esa Comunidad Autónoma, con grave daño para la imagen 

internacional de España y evidente perturbación, en mi opinión, de la competencia estatal 

exclusiva en el ámbito de las “relaciones internaciones” (art. 149.1.3 CE). 

 

Por ello, salvo que se mantenga una interpretación reduccionista del título 

competencial del art. 149.1.3 CE, como se hace la Sentencia de la que discrepo (lo que, a mi 

juicio, no autoriza la doctrina de este Tribunal, sintetizada en la STC 31/2010, FFJJ 73, 80, 

125 y 129, como acabamos de ver), resulta obligado concluir que la representación 

internacional en el ámbito deportivo incide en la dirección y puesta en ejecución de la 

política exterior, que corresponde en exclusiva al Estado (en cuanto afecta a la imagen 
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exterior de España), y por tanto, afecta a la competencia estatal en materia de “relaciones 

internacionales” (art. 149.1.3 CE), competencia que resulta perturbada en el caso del precepto 

enjuiciado, en cuanto determina que la federación vasca de cada modalidad deportiva es la 

única representante del deporte federado vasco en el ámbito internacional, lo que excluye la 

representación del deporte federado vasco en dicho ámbito por la federación española de la 

modalidad deportiva correspondiente. Ello hubiera bastado, a mi entender, para declarar la 

inconstitucionalidad y consiguiente nulidad del precepto impugnado en el inciso señalado, 

como así lo propuse, sin éxito, en la deliberación del Pleno. 

 

Además, y a su vez, esta aclaración del contenido y alcance del art. 149.1.3 CE estimo 

que hubiera sido muy necesaria para terminar con el criticable entendimiento de ese precepto 

contenido en algunas de nuestras Sentencias, que parecen haber reducido el significado del 

término “relaciones internacionales”, utilizado por la Constitución, a lo que sólo es una parte 

del mismo, esto es, a las relaciones entre Estados regidas por el Derecho Internacional. Como 

es pacífico en la doctrina académica, el término “relaciones internacionales” es más amplio 

que el de relaciones “jurídicas” internacionales. 

 

2. No obstante, la línea discursiva seguida por la Sentencia de la que discrepo ha sido 

otra, que, pese a su debilidad también hubiera podido apoyar si se hubiera concluido con la 

estimación del recurso, pues considero que, desde los propios razonamientos de partida de la 

Sentencia, se llegaría igualmente a un fallo de inconstitucionalidad y nulidad del precepto 

impugnado en el inciso “e internacional”. 

 

La Sentencia, tras rechazar que el título competencial del art. 149.1.3 CE resulte 

aplicable la controversia planteada (FJ 4) y excluir asimismo que tenga encaje en el título de 

cultura del art. 149.2 CE (FJ 5), para afirmar seguidamente que el encuadre del precepto 

impugnado ha de situarse en la materia específica de deporte (FJ 6), de competencia 

exclusiva de la Comunidad Autónoma del País Vasco de la Comunidad Autónoma (FJ 7), se 

argumenta que esta competencia, en cuanto se proyecta sobre la dimensión internacional del 

deporte, no puede perturbar la acción exterior del Estado español en materia deportiva, de 

modo que el alcance de esa competencia de la Comunidad Autónoma sobre deporte “ha de 

ubicarse necesariamente en el ámbito de decisión del Estado, constituyendo un límite externo 
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al ejercicio de las competencias autonómicas” (FJ 8). Conclusión que, por otra parte, no deja 

de entrañar una cierta incoherencia, pues se niega que el Estado ostente título competencial 

específico alguno sobre el deporte y se afirma al propio tiempo que la intervención del 

Estado en materia deportiva resulta plenamente justificada por la dimensión internacional del 

deporte y por los intereses generales que se ven afectados en la representación internacional 

del deporte federado español (lo que sólo del art. 149.1.3 CE puede derivar). 

 

En cualquier caso, como digo, de este razonamiento de la Sentencia se seguiría 

también de manera lógica, a mi entender, la declaración de inconstitucionalidad y nulidad del 

precepto impugnado en el inciso señalado, pues el mismo supone sin lugar a dudas una 

extralimitación evidente en el ejercicio de las competencias autonómicas en materia de 

deporte, que afecta a la acción exterior del Estado español, dado que la representación 

internacional del deporte federado español en su conjunto –que el precepto impugnado 

convierte en inoperante– es una cuestión de interés general, directamente conectada la 

imagen exterior de España. Esta es, por lo demás, la conclusión a la que, aparentemente, se 

llega en principio en la propia Sentencia, al afirmarse (FJ 10) que lo razonado en los FFJJ 7 y 

8 determina “que la  Comunidad Autónoma del País Vasco, en el ejercicio de su competencia 

exclusiva sobre <<deporte>>, no pueda prever que las federaciones vascas serán las <<únicas 

representantes del deporte federado vasco>> con carácter general, pues ello implicaría que el 

legislador vasco está configurando el régimen o la regulación de determinadas facetas de la 

materia de deporte que afectan a la imagen exterior del Estado y que inciden en la esfera de 

intereses del deporte federado español en su conjunto […]. Los intereses que se ven afectados 

como consecuencia de la necesidad de atender a la imagen internacional del Estado español, 

a la representación unitaria del deporte federado español en su conjunto en competiciones 

internacionales, y sus consiguientes efectos simbólicos, requieren de una actuación no 

fragmentada, de una actuación común y coordinadora que sólo puede competer al Estado”. 

 

3. Sin embargo, lo cierto es que tras este razonamiento, que puedo compartir en los 

términos antes indicados, la Sentencia continúa sorprendentemente afirmando que lo anterior 

no aboca a la estimación del recurso, porque el precepto impugnado admite una 

interpretación conforme a la Constitución, conclusión esta con la que no puedo sino expresar 



6 

 

mi más firme discrepancia, porque la exégesis que realiza la Sentencia desborda 

absolutamente los límites de la interpretación de conformidad. 

 

La Sentencia, en efecto, sostiene (FFJJ 10 y 11) que el precepto impugnado es 

constitucional siempre que se entienda que la atribución a las federaciones deportivas vascas 

de la representación exclusiva del deporte federado vasco en la esfera internacional viene 

referida a aquellos supuestos en los que “no se produce una confluencia o concurrencia con la 

competencia que ostenta el Estado en relación con la dimensión internacional del deporte”. 

Es decir, que ha de entenderse que las federaciones vascas de cada modalidad deportiva sólo 

pueden representar al deporte federado vasco en el ámbito internacional cuando se trate de 

competiciones internacionales no oficiales (“partidos amistosos”), o de competiciones 

internacionales oficiales en modalidades deportivas en las que no exista una federación 

española, o de eventos deportivos internacionales en los que no participen selecciones de 

otros Estados o países, y cuenten con la preceptiva autorización del Consejo Superior de 

Deportes. Así interpretado, dice la Sentencia, el art. 16.6 de la Ley vasca 14/1998, de 1 de 

junio, del Deporte, es constitucional.  

 

Con ello, la Sentencia de la que discrepo salva la constitucionalidad del precepto 

impugnado haciéndole decir lo que no dice: la federación vasca de cada modalidad deportiva 

no es la “única” representante del deporte federado vasco en el ámbito internacional; 

tampoco lo es “de cada modalidad deportiva”, sino sólo de algunas modalidades deportivas; y 

en fin, no es tampoco la (única) representante del “deporte federado vasco” a nivel 

internacional, sino sólo de algunos deportes federados vascos. De este modo, según el 

Tribunal Constitucional, “cada modalidad deportiva” sólo es “algunas modalidades 

deportivas”; el “deporte federado vasco”, sólo es “algunos deportes federados vascos”; y 

“única” (término inequívoco por excelencia) no es “única”. Pocas dudas caben, pues, de que 

la Sentencia modifica radicalmente el enunciado legal sometido a enjuiciamiento y 

transgrede de manera clara los límites de la interpretación de conformidad con la 

Constitución, desnaturalizando este instrumento hermenéutico y convirtiendo en legislador 

positivo a este Tribunal, lo que resulta a todas luces inaceptable. 
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En efecto, conforme a reiterada doctrina constitucional, la interpretación conforme a 

la Constitución no permite “reconstruir una norma que no esté debidamente explícita en un 

texto, para concluir que ésta es la norma constitucional” (STC 11/1981, de 8 de abril, FJ 4; y 

en similares términos STC 24/2004, de 24 de febrero, FJ 6), ni tampoco “ignorar o desfigurar 

el sentido de los enunciados legales meridianos” (SSTC 22/1985, de 15 de febrero, FJ 5; y 

341/1993, de 18 de noviembre, FJ 2), olvidando “el respeto al propio tenor literal de 

aquéllos” (STC 222/1992, de 11 de diciembre, FJ 2). La interpretación conforme no puede 

ser una interpretación contra legem, pues ello implicaría alterar radicalmente los enunciados 

legales sometidos al enjuiciamiento de este Tribunal (STC 24/2004, de 24 de febrero, FJ 6), 

ni cabe extremar los esfuerzos interpretativos en beneficio de la conservación de la ley, pero 

a costa de la certeza del Derecho. Tampoco compete al Tribunal Constitucional, bajo pretexto 

de interpretación conforme, la reconstrucción de una norma no explicitada debidamente en el 

texto legal enjuiciado y, por ende, la creación de una norma nueva, con la consiguiente 

asunción por el Tribunal Constitucional de una función de legislador positivo que 

institucionalmente no le corresponde (SSTC 45/1989, de 20 de febrero, FJ 11; 96/1996, de 30 

de mayo, FJ 22; 235/1999, de 20 de diciembre, FJ 13; 194/2000, de 19 de julio, FJ 4; 

184/2003, de 23 de octubre, FJ 7; 138/2005, de 26 de mayo, FJ 5; y 235/2007, de 7 de 

noviembre, FJ 7).  

 

Esta consolidada doctrina sobre la interpretación de conformidad con la Constitución 

ha podido este Tribunal flexibilizarla en supuestos en los que, por la singularidad de la norma 

enjuiciada y por las dificultades que entraña su reforma, como sucede en el caso de los 

Estatutos de Autonomía (ejemplos claros de ello son las SSTC 247/2007, de 12 de diciembre, 

y 31/2010, de 28 de junio, pero hay muchos otros en diversas Sentencias de este Tribunal 

desde su más temprana jurisprudencia), para evitar vacíos normativos de efectos indeseables, 

resultaba especialmente indicado apurar las posibilidades hermenéuticas, por si hubiera 

alguna interpretación (aunque forzada) adecuada a la Constitución que permitiera preservar la 

validez del precepto enjuiciado. Sin embargo, no este el supuesto de las leyes ordinarias, 

donde el vacío normativo que pudiera dejar la declaración de inconstitucionalidad y 

consiguiente nulidad del precepto enjuiciado, que determina su expulsión del ordenamiento 

jurídico, puede ser fácilmente remediado (si fuere necesario) mediante la intervención del 
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legislador ordinario. En el presente caso, además, resulta que la expulsión del ordenamiento 

del inciso “e internacional” del precepto impugnado ni siquiera produciría vacío legal alguno. 

 

En definitiva, la Sentencia de la que discrepo ha incurrido, a mi entender, en un 

exceso de jurisdicción, al traspasar los límites de la interpretación conforme a la 

Constitución. De seguir en nuestro enjuiciamiento la operación manipulativa que realiza la 

Sentencia, nunca declararíamos la inconstitucionalidad de una norma, por muy opuesto a la 

Constitución que resultase el enunciado del texto legal: bastaría con hacerle decir lo contrario 

de lo que dice, como se hace en esta Sentencia. Ello resulta inadmisible, pues supondría una 

devaluación de la normatividad, que un Estado de Derecho no puede permitirse. 

 

Y en este sentido emito mi Voto particular. 

 

Madrid, a dieciocho de abril de dos mil doce. 

 


